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No está sujeto al pago de las tasas
judiciales un supuesto cuya cuan-
tía sería “manifiestamentedespro-
porcionadayconseguridadnoque-
rida por el legislador en tanto que
afecta negativamente al derecho
fundamental al accesoa la justicia”,
según establecen dos autos emiti-
dos por la Audiencia Provincial de
Pontevedra, de 29de julio de 2014,
con razonamientos jurídicos abso-
lutamente identicos.
Losponentes, losmagistradosAl-

menar Belenguer yMenéndez Es-
tébanez señalan que, de acuerdo
con las doctrinas de losTribunales
Europeo de Derechos Humanos y
Constitucional español, la introduc-
ción de un régimen de tasas no es
contraria,porsí sola, alderechofun-
damental a la tutela judicial efecti-
va, salvo que se demuestre que la
cuantía de la tasa resulta tan eleva-
daque impideen laprácticael ejer-
cicio del derecho fundamental o lo
obstaculiza.
Sobre esta base, la Audiencia ra-

zona que en una primera aproxi-
macióncabríapensarque, al tratar-
se de un recurso de apelación que
se interponeanteunasentenciadic-
tadaen la seccióndecalificaciónde
un proceso concursal y por la que,
tras calificar el concurso comocul-
pable, se condenaal administrador

de la sociedad a indemnizaciones
relacionadasconsuactuaciónycon
las deudas de la sociedad por más
de600.000euros, el interesado, de
conformidad con la Ley 10/2012,
tendría que abonar una tasa de en
torno a los 2.800 euros.
Los ponentes entienden sin em-

bargoque, si esta interpretaciónfue-
ra la única legalmente posible, ha-
bría de valorar la procedencia de
plantear una cuestión de inconsti-
tucionalidad, dado que la tasa re-
sultante,por sucuantía, aparececo-
mo un elemento que hace excesi-
vamentedifícil, cuandono imposi-
ble,elderechofundamentalalacceso
a la justicia.

Ante esta situación los ponente
se han decantado porque la inter-
pretaciónque lleva a exigir el pago
de la tasapor los tribunalesnoes la
únicaposible, sinoqueexistenotras
posibilidadesmás respetuosas con
el derecho fundamental y que no
violentan la norma legal.

Desacuerdo con el legislador
Enestamisma líneade interpreta-
ciónconstitucionalde laLey10/2012
yelRealDecreto-Ley3/2013, citan
el auto el acuerdo de pleno no ju-
risdiccional de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo de 5 de ju-
niode2013, sobre las tasas enel or-
den social, que exime de su pago
para la interposición de los recur-
sos de suplicación y casación a los
trabajadores ybeneficiariosdel sis-
temadeSeguridadSocialya los fun-
cionariosypersonal estatutarioque
accionenen la jurisdicción social y
los sindicatos cuando ejerciten un
interés colectivo.
Losautosde laAudienciaProvin-

cialdePontevedraaclaran, además,
que los ingresosquehandeponde-
rarsepara resolver la concesióndel
derechoa la asistencia jurídicagra-
tuita del consursado son los exis-
tentes al tiempode formular la so-
licitud (y no los que pudieran ha-
berse percibido un año antes).
Dado que el artículo 9 de la Ley

10/2012atribuye la gestiónde la ta-

sacorrespondealMinisteriodeHa-
cienda, cuyos actospueden impug-
narseante laorden jurisdiccióncon-
tencioso-administrativa, correspon-
dería a esta última valorar la exen-
cióndelpagodelatasa. Sinembargo,
a esta objeción oponen que el artí-
culo42.1de laLeydeEnjuiciamien-
toCivil (LEC) faculta a los tribuna-
les civiles para conocer, a los solos
efectos prejudiciales, “de asuntos
que estén atribuidos a los tribuna-
les de los órdenes contencioso-ad-
ministrativo y social”.
En todo caso, los autos aclaran

queesta interpretación respondea
las circunstancias concretas de es-
te caso y se justifica precisamente
por lasmismas, sin vocacióngene-
ralizadora, almenos en tantono se
pronuncie elTribunalConstitucio-
nal en losdiversos recursos y cues-
tionesde inconstitucionalidadque
tiene pendientes.
AlmenarBelenguer yMenéndez

Estébanezconcluyenqueexisteuna
acusada desproporción en el im-
porte resultante, por el hecho de
que la denegación del derecho a la
asistencia jurídica gratuita se fun-
damentaen los ingresospercibidos
un año antes y no en la situación
económica actual del afectado, que
esmuy diferente.

Los jueceseximendepagartasasa
unconcursado,pordesproporcionadas
La Audiencia de Pontevedra considera que se impedía su acceso a la justicia

En el orden Social,
los recursos de
los trabajadores
están eximidos
de su pago

Los ingresos a
ponderar para la
justicia gratuita son
los actuales y no
los de hace un año
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